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DERECHOALAPRUEBA YRACIONALIDAD

DE LAS DECISIONES JUDICIALES
¡ardí Ferrer Beltrá,,'

1. Introducción

Una de las intuiciones más ampliamente compartidas acerca del
derecho es que una de sus funciones principales es dirigir la conducta de los
destinatarios de sus normas. Así, se supone que lo que se pretende al promulgar
normas jurídicas es que sus destinatarios realicen o se abstengan de realizar
determinadas conductas, por ejemplo, pagar impuestos, matar, conducir por la
derecha, etc.

No desconozco la presencia entre el material juridico de disposiciones
que no expresan prescripciones y que, por tanto, no dirigen directamente la
conducta de nadie. Sin embargo, creo que puede decirse que la presencia de
prescripciones entre ese material jurídico es consustancial a la idea de derecho.
Tampoco sostengo que la única pretensión que puede tener el legislador para
dictar normas prescriptivas es dirigir la conducta de los destinatarios. Por
supuesto, puede tener otras motivaciones políticas, como por ejemplo otorgar
a la normativa dictada un carácter más bien simbólico, etc. En cualquier caso,
sin embargo, creo que, de forma general, puede sostenerse como principal la
pretensión de motivar la conducta.

Si esto es así, conviene partir de esa intuición fundamental para
determinar la función que cumple el proceso judicial en el esquema general de
funcionamiento del derecho. Acordarán conmigo que no habré aportado nada
a la cultura jurídica común si digo que el proceso judicial tiene como función
principal la determinación de la ocurrencia de determinados hechos a los que
el derecho vincula determinadas consecuencias jurídicas y la imposición de esas
consecuencias a los sujetos previstos por el propio derecho. Esto es, la función
del proceso es la aplicación del derecho.

Pero, aunque esta parezca una verdad banal, tiene importantes
implicaciones teóricas respecto de la determinación judicial de los hechos. En
efecto, ello conlleva que deba sostenerse que, prima Jade, son las descripciones
de esos hechos las que se incorporan al razonamiento judicial a los efectos de la
aplicación de las normas (en este sentido, cfr.AlchoUl'rón y Bulygin, '989, p. 313;
Bulygin, 1995, p. 22). De otro modo, los ciudadanos no tendrían ninguna razón
para comportarse conforme con lo prescrito por el derecho. En otras palabras,
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sólo si de alguna forma es la descripción de las conductas de los destinatarios de
las normas lo que se incorpora al razonamiento judicial, esas conductas resultarán
relevantes para la aplicación de las consecuencias jurídicas previstas en las normas;
en caso contrario. si fuera el juez quien constituyera el antecedente fáctico de la
aplicación de aquellas consecuencias, no podría motivarse la conducta de los
ciudadanos pucsto que ésta resultaría irrelevante al efecto de esa aplicación'.

Pues bien, esen ese marco donde es posible comprender en toda su amplitud
el alcance del denominado right to proof No es casualidad que en general se
considere a ese derecho como una especificación, un derivado, del derecho a la
defensa~. Así lo expresa literalmente el artÍCulo 24 de la Constitución española,
que reconoce a todo aquél que es parle en un proceso el "derecho e..) a utilizar los
medios de prueba pertinentes para su defensa", También se recono('eexpresamente
ese derecho en el artÍCulo 6,3 d) del Convenio Europeo para la Protección de los
Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentalesl, En otros casos, aunque
no se formula constitucionalmente de forma expresa un derecho a la prueba, la
jurisprudencia constitucional y la doctrina lo han derivado también del derecho a
la defensa'.

La idea fundamental es que el ciudadano tiene derecho a "demostrar la
verdad de los hechos en los que funda su pretensión" procesal (Taruffo, 1984,
pp. 77-78)'. En otras palabras, el ciudadano tiene derecho a probar que se han
producido. o no, los hechos a los que el derecho vincula consecuenci<ls jurídicas,
Sólo de este modo puede garantizarse una correcta aplicación del derecho y. como
argumentaré más adelante, una adecuada seguridad jurídica, Ahora bien, si esto es
así conviene analizar más detalladamente en qué consiste ese derecho a la prueba
y las implicaciones que tiene respecto de la propia noción de prucba judicial. En
particular, pretendo sostener que sólo a través de una concepción racionalista de
la prueba (que rechace la vinculación entre prueba y convencimiento puramente
psicológico del juez) es posible hacer efectivo el derecho a la prueba en todo su
1 Esta es, en cambio, 1" tesis de quienes sostienen que no puede llel'irsl;' llll(' un hecho está probado si 110 hol !oido
ded.lr,ldll como tal por un Ól"'RanOjudjci.ll ~',m,h dim, que dedrque un hecho l'!'.'ldproll.ld(ll':' t'tluiv.llelllca decir que
ha sido deddrddn proh"dn por un juez o un juroldo.
2 En l'Se sentido, puede verse, I)()l"('jlomplo, GimcnoScndra, 1'}88. pp. 100-1111;Oi.11 C,lbi,ll(', 1<)92,p. 62 Y Pic6, 1996, pp.
3'; d~X.l:1rnhk\n l,l iurisprudenciol conslilucion.lll"Sp.lñola se manifiesta en esa linea_ (fl', ]1l,r 1()(1.1S,1.1<0;S~IC97/19<)5,
246/l994, 30/19Hh.
3 C"nvi~ne señalolr que el ll('l"e(.ho 1"J;'('Olwcido en el Convenio EUmpel) SI:' relil'ft, literalmente a la pruebd I('stifical
y dl.írnbiw Pl'lMI. Sin embargo, Id doclrind 1,.1interpretado ese derecho como p.lrte {le UIlJ g..¡r.lI1Iia gencrica al dm'
proccss y, en collSt'("m'm'i.l, lo ha eXtl'ndido a todo tipo de prueb •.ls y ,1 toda jurisdicción. Vid, Dt'lIti, 1\}94, p. 614;
Pkú, 19(}6, p. )1; Velu, 1973, p. }26; \-\'dlt('r, 1991, p. 1195. También la jurisprudenri.l dd Tribunal Europeode Dt>rechos
HUIlMnos h.l.11'Ogidu esa interpretadón olmplid, 1)(lTejt>mplo, en la Sentencia de! C.l~ HOlli~c:h (Jc6 (Il' m,lYOde 1~)85).
.1Asi, por ejempln, en lI.llid ldS primeros estudios que hdcen fl:'feren.ia al derecho a la prueoo d.lldll de lus ,lñO!o70
(vi(l., entre otros, Comogljo, 19711,pp, 10tXss, y CappeJletti-Vigoriti. 1971, p. 6g s.). Tambicn 1,1Jurisprudencid de la
Corte Costilulilln,llc' considera que el derecho a Id prueoo cs parte esencial del deree:hu d 1•.1dl.frns..l, n.'coll(lCido, este
si, expresamente por 1,1l"IlIlstitución italiana.
'; En l'Sol lin('a, la Corte Costituzion.l1t. it.lli,ma ha manifestado que ~es COnlrdl"io •.l 1,1gardntia dd derecho a Id defensa
la lirnil.lción dt' Id búsqueda de la verdad~ (S. C. (ust.146!'q87, dc 2] de ahril)

r
alcance y. consiguientemente. también el derecho a la defensa, En este trabajo
no desarrollaré un modelo de racionalidad adaptado a las decisiones judiciales
sobre los hechos, que será el objeto de la continuación de esta investigación, Sí
quiero señalar, en cambio, que a pesar de que son posibles distintos modelos, creo
que una exigencia mínima de la racionalidad es que la decisión se base en razones
que la justifiquen sobre la base de algún criterio intersubjetivo. El problema de la
vinculación entre la prueba y el convencimiento o creencia del juez es que niega esa
posibilidad de control intersubjetiva y, por tanto. de aplicación de la racionalidad.

2. Elementos definitorios del derecho a la prueba

Conviene ahora analizar los distintos elementos definitorios en que puede
descomponerse el derecho a la prueba, Hay que advertir que esos elementos no
son independientes entre sí: para que cada uno de ellos tenga sentido liene que
acompaliarse de los siguientes.

1) El primer elemento es el derecho a utilizar lodas las pruebas de que se
dispone para demostrar la verdad de los hechos que fundan la pretensión. Por
5."Upuesto,se trata de un derecho subjetivo que sólo puede ejercer el sujeto que es
parte en un proceso judicial. La única limitación intrínseca a la que está sujeto es
la relevancia de la prueb~l propuesta, De este modo. podría reformularse el propio
derecho para acoger únicamente la ulilización de las pruebas relevantes a los
efectos de demostrar la verdad de los hechos alegados.

La debida protección de este derecho supone que se imponga a los jueces
y tribunales el deber de admitir todas las pruebas relevantes aportadas por las
partes'. Esdecir, deberán ser admitidas todas aquellas pruebas que hipotéticamente
puedan ser idóneas para aportar, directa o indirectamente. elementos de juicio
acerca de los hechos que deben ser probados (Taruffo. lI)70, p. 54 ss.). POI' otro
lado. también supondria una violación del derecho a la prueba la limitación <1 la
posibilidad de aportar pruebas relevantes impuesta. no ya por el órgano juzgador.
sino legislativa mente, En ese sentido, tleben considerarse inconstitucionales
aquellas limitaciones a la posibilidad de aportar pruebas que no resulten
justificadas en la protección de otros derechos fundamentales en con nieto (Perrot.
1983, p, 9Ó-lOO, 110-111)7, Finalmenle, conviene tener en cuenta que el mecanismo

6 E.ste es uno de los puntos cnll"ialt's cn 1,1protl'('ci6n dd d(,rt,(:hn: ('on\'ienl;' rmllrn1.lT qUl' l'1 iuil-io dt' rl,ll'\.md,1
sobre Id.'>pnreh,lS propuest,ls (lile deht> re"liJ.,U 1;'16rg,1II0 juz~ador no sea utilizado como mecanismo indebid.lnll'nle
f'e!otrictivo que impida el ejel"ciciodcl derecho y, ('n consecuencia, altere el debido proceso, 11.1respecto. Viguriti. 1<)70,
p, 97; Goubeuax, lo/h, p. 281 Y'Iarulfo, 1')l'\'1,p. 7M. Por SuplU.'stn, un" pnll'11.l pmpuesl.ll)(lr,llgUll.l lle 1.1SIMrll'S pUl,,<le
ser rele\ .•ml(' y,.1 IW.•..1r d('- ellus. slll)l;'rl1u<l si el t'llund.lllo que alirmd Id ocurrencia del hecho que!;{-' pretende probar
ya ha sido probado mediante otras pruebas. En ese caso. claro esta, la ¡nadmisión de la prueba supcrt1ud 00 sl'¡1one
violadón alguna dd derc(:ho.l la pruc'b.a (l"c'l"l'Ud,'99-1, p. 194).
7 En efectn, ('Ilmn h.1 Sl'li.I1.ldn T.uuffll (1~4, p. 80), la limil.lción de los medios de pru('-ba .ldmisibles puedeconllc\'ar
un impedimenloabsoluto para Id pdrteproccsal dc probar los hechos en lasque funda su pre[cnsión cuando las únicas
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legislativo de imponer presunciones iuris el de jure puede suponer también una
forma disimulada de impedir ilegítimamente la prueba de un hecho relevante
para la pretensión de una de las partes (Goubeaux, 1981, p. 297). Convendrá pues,
estudiar la justificación de la imposición de una presunción que no admita prueba
en contrario a la luz de una posible violación del derecho a la prueba.

2) El segundo elemento que integra el derecho a la prueba es el derecho a
que las pruebas sean practicadas en el proceso. Resulta obvio que no tiene sentido
la sola admisión de los medios de prueba propuestos por las partes si ésta no va
seguida de una efectiva práctica de la prueba en el proceso. Así, se ha manifestado
reiteradamente la doctrina (vid. Perrot, 1983, pp. 108 ss.; Tarulfo, 1984, p. 92
s.; Picó, 1996, p. 21-22) Y también la jurisprudencia. El Tribunal Constitucional
español, por ejemplo, ha dicho claramente que "el efecto de la inejecución de la
prueba es o puede ser el mismo que el de su inadmisión previa e..)"(STC 147/t987).

Cahe añadir que una concepción robusta del derecho a la prueba no puede
conformarse con cualquier forma de práctica de la prueba en el proceso. En ese
sentido, deberá maximizarse la participación de las partes a través del principio
de contradicción, dando en todo momento a cada parte la oportunidad de contra-
probar lo alegado por la parte contraria (Tarulfo, 1984, p. 98; Picó, 1996, p. 22).

3) El tercer elemento definitorio del derecho a la prueba es el derecho a
una valoración racional de las pruebas practicadas. Es habitual considerar que el
derecho a la prueba no supone un derecho a un determinado resultado probatorio.
Por ello, y por una exagerada devoción a la discrecionalidad del juez en la valoración
de la prueba, no esextraño que la doctrina y la jurisprudencia considere, a menudo,
que el alcance del derecho a la prueba se agota en los dos elementos anteriores. Sin
embargo. en mi opinión, esa limitación es manifiestamente insatisfactoria.

Como ha señalado Tarulfo (1984, p. 106), el reconocimiento del derecho de
las partes a que sean admitidas y practicadas las pruebas relevantes para demostrar
los hechos que fundamentan su pretensión, es "una garantia ilusori<l y meramente
ritualista si no se asegura el efecto de la actividad probatoria, es decir, la valoración
de las pruebas por parte del juez en la decisión".

Esta exigencia de valoración racional de las pruebas puede descomponerse
en dos elementos distintos: por un lado, se exige que las pruebas admitidas y
practicadas sean tomadas en consideración a los efectos de justificar la decisión
que se adopte. Por otro lado, se exige que la valoración que se haga de las pruebas
sea racional. La primera de las exigencias es a menudo incumplida a través del
recurso a la denominada "valoración conjunta de las pruebas" (Montero Aroca,

pru~has lIt"qut' dispone son, precisamente, del tipo que leAalmentc no se considera ad misihle.

1988, p. 251; Picó, 1996, p. 28). Debe advertirse que, si bien una decisión sobre los
hechos no puede realizarse sin esa valoración conjunta, ésta no puede ser utilizada
para evitar la valoración concreta de cada una de las pruebas aportadas. Es más,
sólo después de valoradas individualmente las pruehas podrá hacerse con rigor
una valoración conjunta de las mismas. Por ello, deberían ser considerados como
violaciones al derecho a la prueba los supuestos en que algunas de la pruebas
admitidas y practicadas no hayan sido tomadas en consideración en el momento
de la decisión!!.

Por otro lado, está claro que no basta con tomar en consideración todas
las pruebas admitidas y practicadas. Es neces.:lrio también que la valoración de
las mismas, individual y conjunta, se adecue a las reglas de la racionalidad'}. Sólo
así podrá entenderse que se respeta el derecho de las partes a probar, esto es, a
producir un determinado resultado probatorio que sirva de fundamento a sus
pretensiones. Es más, sólo si se garantiza que los hechos probados a los que se
aplicará el derecho han sido obtenidos racionalmente a partir de los elementos de
juicio aportados al proceso puede garantizarse también un nivel mínimamente
aceptable de seguridad jurídica.

4) Finalmente, el último elemento que permite dotar del alcance dehido
al derecho a la prueba es la obligación de motivar las decisiones judiciales.
Aunque es poco común hacer referencia a este aspecto en términos de derecho
subjetivo, no encuentro razón alguna para no hablar de un derecho a obtener una
decisión suficiente y expresamente justificada (Taruffo, 1984, p. 112). En el ámbito
del razonamiento sobre los hechos, esa justificación deberá versar tanto sobre
los hechos que el juez declare probados como sobre los hechos que declare no
probados.

La obligación de motivar expresamente las decisiones judiciales ha sido
incorporada a algunas constituciones, como la española (art. 120.3), y también está
presente en el artículo 6.1. del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos
Humanos y de las Libertades Fundamentales. No es extraño al planteamiento que
presento en este trabajo que el Tribunal Constitucional espailol haya declarado
reiteradamente (vid., por ejemplo, SSTC 14/1991, 55/1988 o 13lt987) que la
obligación de motivar las sentencias expresa "la vinculación del juez il la ley". En

8 En c.lmbio. ",1Trihun.1! (nnstitucion¡¡l español ha declarado expresamente que ~(...) l.J COllSlilllt"iónnn g.u.lnriza
d derecho a que todas ycada una lit' las pruel>'ls.lpnrliHl.1Spor l,lSpartes dcllitigio hayan de ser objeto de un Jlljljsi~
explicito y difert'ndado por parte de los jueces y tribunales J los qut', cit'rt.lTllt"nte, la Constitución no veda ni podrla
vedar la apreciadoll mnjulll,l de las pruebilsaportadas L...)" (AUIO 30'7/1985).
9 Lavalor,ldón de la prueba en el ,llllhiln jurídím purol:' estar sujeta. ya menudo lo está. a otros tipos (le regl,ls. En
partit.ular. <-'t.lIlvieneno olvidar la existencia en buen.l parlt" dt' los SiSI('IIl.1sjuridicos contemporilncos de normas de
prueba I('Aalo t.1SolU'1,que indic,ln al juez qué resultado probatorio debe extl'Jer.l p.utir dI:'UTldetl'rminado dato
fáctico prt'vio. En cualquier caso, In {Iuese ui('t' en el texto estiÍ limitado al ámbito de la libre ~.alor.lcióndt' l.l prudM.
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otras palabras. está en relación con la obligación del juez de aplicar el derecho'",
que es, a su vez, como fue señalado al inicio, la función principal del proceso.

Sin embargo. la jurisprudencia constitucional y ordinaria no ha sido
muy exigente a la hora de controlar la falta de motivación en materia de hechos
probados. Tampoco la doctrina procesal mayoritaria ha ido mucho más aIláll•

Creo que ello es debido a dos tipos de razones: en primer lugar. a la falta de una
teoría normativa que establezca algunos criterios de racionalidad que rijan en el
ámbito de la libre valoración de la prueba. A falta de esos criterios ciaros, se tiende
a maximizar el carácter libre de la valoración, su vinculación a la íntima convicción
del juez1

\ la discrecionalidad judicial en materia de valoración de la prueba
(tendente a la arbitrariedad cuando están ausentes los controles), etc. En segundo
lugar, y en consonancia con lo anterior, se opera con una noción de prueba y de
hecho probado marcadamente subjetivista que no distingue entre que un hecho
esté probado y que haya sido declarado probado por un juez o un jurado".

10 Esa obligación de motivar las decisiollt's no ha sido. t"llcambio, vinculada por la jurisprudt'llcia {'{Insfitucional al
dert"dm.lla prueba. sino, dI;"forma másgellt"rLlI.•11derechoClla lutd.l judicial cfecth:a (vid., por todas. IdSTC122/1991).
11Sirva como muestra lo dicho r~ientemente por un importante proct's.llisr.l t'spañol: -no t's exigible. ni legal ni
rJcionalmente, que lodolsentenciadecut'nta detalladCldel POrtllll.1decadadeclaracilin dt' certeza positiv.l de un hecho
(eso t's Id declaración de .dlt°<:hoprobado ••) (y, 1;'11Sil caso. muy raro ¡wro posible, de I••s dl:"daraciones de cerleza
negativa; certe/ .•l de la inexistencia de un hecho); 110es I.lmpoco legal ni r.wionalmcnte exigiblt."que se explique
pOl'mle"l1orizadamentepor qué unos hechns h.m sido consider.ldos dudosos (<<noprob.lclos») pese al t'SfuerlO
prob.:llOrio {IUt"h.lya podido dl;"spll"garse.No es rolzonable imponer a lus órganos jurisdiceionalt's unos esfuerzos
expresivos máximos, t'1lcada sentenci.1, qut' desconozcan IJ cdrg.l de trabajo (...) l-jUt'sobre ellos peSo1~'{Iueresulten
contrarios a impartir justkia ,1todos de m.mera s,ltisfactoria. Y tdlllllOCOparece razonablt" pedir que se exprest:' lo
que pertenece <llos internos procesos psicológicos de wnvicción. muchas Vt:'t"t"sparcialmente objt:'tivables, sí. pero
Llmbien parcialmente Iwrtenecientes dlárnhito de lo inefClblt:'"LIScursivas son del .:JulOr.(Ue la Oliva. 2.002.,p. 514).
12 Estd form,l de entender Id prueb,l ha tenido muy diversas manifest,lóones a lo largo (It."l,l hi"toria y tiene hoy
una amplia difusión en la dogmáticd procesal yen la jurisprudencia. La id••.l (leI ~intimo co,wt'nl'imiento~ en su
versión .lctual, procede de 1.1Francia postrevolucionaria (v., por I;"jt"mplo,la Ley 16--29de sl.ptiembre de 1791,sobre
procedimit"lltlJ penal). Es destd('.lhle, por otra parte, qut' ya en las fórrnul.ls lingüística ..•se traslucen las distintas
formas de entender 1;"1modo de toma de dt"cisiones acerca de los hechos. En este st:'ntido, micmras que st".lprecia un
marcoldo matiz subjelivistol t'Ella ~intime conviction", noes así en Id fórmula alem.ma de 1.1~Frt'ic Beweis'Wuerdigung~.
que acentúCl,en cambio. ICllibertdd dt" la valoración de lolprueba (frente dIos sistemas de prueb.l 11:'&.11).Finalmente,
1.1fórmula italiana del "prudcnte apreZZdrnento" parece subrdyar 1.1razonabilidad ('omo guia a seguir por e! juez
en la valor.lCión de las prueb.:ls. Resulta espt"Ci.llmt'ntc significativa de 1.1versión mas subjt"livista la presentación
(le! sistema de libre convencimiento <¡lit"lleva a cabo Coulurc (1942, p. '46), (Iuien sostiene qUI;"con (''SiIfórmula el
leg;i..•I.:ulorle dice al jUt"z:~Tu(.lllas como tu ulIlciencia te lo dig.J, ron la prueba de iJutos, sin la pruebd de Julos y dUO
contra la pnll"ba de ClutOS".Firl.llmente, puede \'t'rSl"un análisis de las distintas denomindciollt'S <le!sisternd de libre
.1prcciación de Id prueb.l en De Santo, I\jXX.pp. 6'3 ss.
Hay (lile señalar, además, qut" a pesar de qUIe"ILIi(!ca de la pruel>'l como intimClcOllvicl'ión psicolówca se apo)'d en
muchClsocasillnesen la teoría di.'1,1Iibrevalora<:ión dI;"la prueba. not'st..llógicamente implic.1d.l por esta. \\!róblewski,
pmejemplo, sostit"lle que -liJa teoría de l.l libre valoración (le la t"\'idenciClput:'de rt"sumirse asi: (.1)d tribunal debt'ria
detennin<lf la "verdad obj('tiy.1 (materiatr y (b) para ese fin debt'l'ld usar todos los medios p..lréloblener el wnjunto
de enunci.ldu ..•de evidencid J'elev,mtt's; (e) se valnrol1.1evidencia al margen (le cualquier Ilorma jurídica. de acuerdo
t'nll las reglasacepldclas por la ciencid empirica y la expt'rit"lH'iacomún". (Wróblewski, 1975.p. 211.V. t.1mbien Gas<:ün,
199'}. p. 1'j7 ss.).
1) Puedevel'M' una crítica a esa mnn'pción en Ferrt"r,~UOt.pp. 86 ss. Y.llTIpliamenreen Ferrer. zooz, p. 82 ss.

----------------
3. La noción de prueba en el derecho

La definición de la prueba juridica en clave suhjetivista se caracteriza, en
la gran mayoría de los casos, por su asimilación al convencimiento psicológico del
juez odel jurado acerca de los hechos ocurridos. Decir, entonces, queun (enunciado
que afirma la ocurrencia de un) hecho está probado significa que el juez ha llegado
a la convicción de que ese hecho ha ocurrido. Y ésta es, por cierto, la concepción
mayoritaria entre los procesa listas españoles (y creo que continentales)14.

De este modo, se vincula conceptualmente la prueba de un hecho
con la adquisición por parte del juez del estado mental consistente en creer
en la ocurrencia de ese hecho. Por ello. no es de extrañar que se debiliten las
exigencias de motivación de la decisión judicial en materia de hechos. Como dice
expresamente De la Oliva (2002, p. 514) no "parece razonable pedir que se exprese
lo que pertenece a los internos procesos psicológicos de convicción, muchas veces
parcialmente objetivables, sí, pero también parcialmente pertenecientes al ámbito
de lo inefable". Lo único que podría exigirse, en esa clave subjetivista, es que el
órgano decisor exprese las causas que le han llevado a creer en la ocurrencia del
hecho en cuestióno Pero expresar las causas de una creencia, en el caso de que
pueda hacerse, es algo muy distinto de justificar una decisión.

14Así, sostit"l1t:'nqUI;"1;"1Ohíle"tivnfUlld.lnlt'lll.l1de la .1clivid.ld prnb,l!lJri.1es el {It' "('(lll\'t'Ilt"t'ral ¡Ul;"~_dI;"1.1Yer.1l'Íd.ld
de unos hechos que se afirmClnexistentes en la reCllidad" (Cortes Dominguez. Gimello Sendra y Moreno Catend,
2000, p. ~Jl). Cab.lñas, pul' su p,ute. indic.l, mu}' c1ardmente, que "L..) la pal.abra 'prueba' identifica (...) al c. .. ) estado
psicológico de cOllvencímit:'nlo dl"1juez !>Obrle"la ver.lcid.ul de lodos o .\lgUllosde los hl;"chos.lll;"gdJOSpor I.lSpJrTes.
En efecto, una afirmación de hecho no estará 'probada' (...) si finalmente (...) no excita en el juez la ccltidumbrc de la
rcaliddd fisic••dd .KlIlltt'cimi('nto desnitol;"ll es.l.lfinn,KiÓIl" (C.lb.li'l<ls.1991,p. ~l). End mismost"nlido'l'uedewrse,
por ejemplo. Guasp (1956. p. 3°0'301) YMirdnda Estrampes (1997, p. 45 ss.), quien incluye abundantes l'efeorenciols
bibliográfic.ls adicionales. Por último ésta concepción ha sido acogida en alguna ocasión por el derecho positi ••..o
t'Spañol; .lsí, din:oel ,}ft. 741{It:'1.1I.t'~'{le t"niukidlllielltll crimin.ll (IUt';"El Tribllll.ll, .1IH('('iallJu,st'gún Sil ('OIKiend ••
las pruebas practicadas en juicio. las razones expuestas por la acusación y la defenSd.y lo manifestado por los mismos
proces,l(los, dictara sentencia dentro del termino fijado en esta Lc~'."Esteartículo ha sido interpretado durante déc.adas
por el Tribunal SUprt'1II0espdlinl ell c1,l\t' suhjetivista t' irracionalista, (It"lo t.u.II t'Sun bUl;"lIbillón dI;'muestrd IdSTS
de ~l de diciembre de 1980,en la que se anrmClque: ~elClrticulo741de la LECle atribu~'e [al Tríbunalluna omnímoda
y soberoln.l (.1<'Ultddvalor.ltiva de las pntt'b.ls pr.1ctic.ldas, en las que no se a(lmite ierarquia ni pn'eminencia dt, unos
medios probatorios sobl'eotl'Os.)' medi.mte lo cual, 1;"1dicho Tribunal, puedt" formar librelllt"lllt:'su convicción ft'spl;"chJ
a los problemas fácticos que defiera el proceso de que se trate, sin supeditarla a criterio racional de Sd.nClcritica,
lógi<:o,o ••cualquile"rotfll (lUtOno SlO.l('1dI;"su rl;"ctat' ilTIpilrC'ialconcit'ncii1 (...)". Est(' y otros ejemplos, .lsi como una
propuesta interpretativa del artículo 741LEC{lueprdendt' nact"riocomp.u iblt' nm Idnbli~olciónjudicial de nmtivar los
fallos, puede elll'Ontrarsecn 19artua, 1995.p. H ss. Más recientemente, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional
(a partir de 1.1STC 3Ift,:!!'!I,dI;"l8 dt' julio) h.l ido inlroduderulo limitaciones i1 1.1intt'rpretación irraclOn.l1ista o
subjcth'ista del artículo 74' LECr. Esa IineCljurispl'udencial hJ sido tamblen acogid.l, olunque no IIl;"v<1ddhdStolsus
últim.ls consecuencias, por el Tribunal Supremo, qU(Oahora dice, por ejemplo, que: k( ... ) no basta la mera certeza
subjetiv.l tlt"lTrihun.ll ¡len.llll,' que h,l habido t"ft'Cliv.lmle"nleun.l dl.tivi{l.ldprobatori,l d(' c.lrgo dI"la qU(' se d('duce
la culpabilidad del procesado. La estim.lción t:'n"conciencia ••a que se refit:'reel PI't:'ct:'ptnlegollno h.1dI;"elHt'llllt:'ro;t"II
hacers(' equivalente a un cerrado e inabordable criterio personal e íntimo del juzgador, sino a una apreciaciónlóp,icCl
de la pruell.1, 00 I;"xl;"ntade P<lut.1S11 directriccs de rango objt'ti\oll.'Iut" aboque a un.l historificación de los hechos en
adt"cuadoensamblaje con t:'seacervo. de mayor o menor .1Illpli!ud. de d,ltns Jcrl;'(lilollivos11revel.Hlores, que IM}'dsido
posible concentrar en el proceso. (...) ••Critcrioracional» esel que va de ICImano de la lógica, laciencia y la experiencia.
dle"jandnatr.-b 1.1drhitrarit"dad, 1<1suposicilin 01.1conjt"tllTa."(SrS de 12d(' noviembre de 1996).

••
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En mi opinión, en cambio, esta concepción no es capaz de dar cuenta del
funcionamiento del mecanismo de la prueba en el derecho. Varias son las razones
que Jo impidenl5:

a) En primer lugar, supone la imposibilidad conceptu.ll de considerar que el
juez o el órgano decisor sobre los hechos probados se haya equivocado. Así, decir
que un hecho está probado es igual a decir que un determinado sujeto dotado de
autoridad cree que ese hecho ha ocurrido. Siendo así, no queda ningún criterio
intersubjetiva que permita decir que el sujeto en cuestión se equivocó. Y en ese
caso, además. como ya fue dicho al inicio del trabajo, no podrá mantenerse que el
juez cUlllple una función aplicadora del derecho. Esa función supone que el juez
certifica que un hecho ha ocurrido y le aplica la consecuencia jurídica prevista por
el derecho, Pero, de ninguna forma se podrá sostener que el juez aplica el derecho
si es el mismo quien constituye (inventa) los hechos del caso'('. Por todo ello, esta
concepción conlleva, en mi opinión, la asunción de un realismo jurídico radical.
En ese marco, además, se reduce el alcance del derecho a la prueba a un derecho
a influir en el convencimiento del juez, que es, por cierto, un derecho bastante
extrai\o,

b) En segundo lugar, es conocido que en muchas ocasiones los jueces toman
decisiones sobre los hechos en contra de sus propias creencias'7, cosa que no puede
explicarse con I~lnoción de prueba que se está analizando.

cl Y, en tercer lugar, la creencia es, por definición, independiente del
contexto (llratman, '992, p. 3; Engel, '998, p. '43-144; Id., 2000, p. 3; Clarke, 2000,
p, 36 ss,). Esto es, nuestras creencias son causadas por una multitud de factores y
de infurmaciones y pueden ir cambiando a lo largo del tiempo. Ahora bien, en un
momento cualquiera 't' podemos creer que '1'"o no crecrlo, pero no podemos creer
que 'p' con relación a un contexto 1 y creer que 'no-p' con relación a un contexto
2. No poúemos, por ejemplo, creer o no creer que Madrid es una ciudad ruidosa
en función de si es lunes o martes o de si lo pregunta el alcalde de la ciudad o un
ecologista. Aunque es perfectamente posible responder de forma distinta a uno y
a otro, en alguno de los dos casos se estará mintiendo respecto de la creencia que
se tiene. Y un juez no puede, por ejemplo, creer que Mary mató a Peter cuando

15 Un.a e ..•.plil.,]cion más detallada d •• t'Stn!'>problemas puede ven.c en Ferrer. 111HZ,C.1p. JI!.
16 ~to no q~it'rt~ dt'f;ir que. de hecho, los juec •.!'>y iur<ldos no tengan la pn-ten.o,;iün en 1.1mayoria de las ocasiones de
<lwng~ar que es lo que reollnu'nl"ocurrio. Supone uniCdnWllIe qut' si dl'<:irque dIgo esta probddo I.'!'it'<¡uivalenteddecir
~u~ e.Jlut'z lo nd dedar~do pr~bado po.rque .1!'>ise ha convencido, eS<!pr"t'tensióll ¡nicidl resultd irrelevant ••l'Oll<..•••ptudl y
Jundrc,unente. En eSoI!1m',], larnduUl (1947, p. 'j'j) olfirm.a que NPrubar (. .. ). 1I0qut'rr.i d ••ór)'ademostrar la \'erdad de
ln!'t In'Chos discutidos sillo determinar o fijar formalmenll;' lu!'t Ill't:hos mi!'>mos mediante pron"(jimientos espl"citlcos8

17Los SUI~Ut."SI(J!,>son muy variados y van desde el caso en que el jUt'1. lielll' Ull.l ctl't'ncia irracional que nn U"'l en su
razonamIento, IMs.lmlo pur los casos en que el jUl'Z Ji!'>ponc J •.. elemento!'> de juit'io no itworporadosal proceso que
l'onforman su creencia, pero que no puede usar en su dL'Ci••ión, h.1SI,l IIl'g.lr d supuestos en que l'1 juez b.lsa su cr<.'l"llcia
en .11~1l1l.lpruL'b.1 ilidta qut' no puoot' U!'i..1tpar.1 tomar la dt.'Cisión iudici.11.

ejerce su función de juez y no creerlo cuando no la ejerce (en tanto que simple
ciudadano).

En cambio, la justificación de la decisión judicial sobre los hechos es relativa
a los elementos de juicio aportados al proceso y es, por tanto, por definición,
contextua!. Así, si varía el conjunto de elementos de juicio disponibles puede variar
también la conclusión que se justifique a partir de los mismos.

4. Justificación racional y aplicación del derecho

La última parte de este trabajo debe estar úedicada, necesariamente, a la
justificación de las decisiones judiciales sobre los hechos, Para abordar este punto,
conviene partir de dos premisas:

a) La primera es la distinción entre la justificación normativa y la
justificación racional. La dccisión judicial sobre los hechos está condicionada
por diversos tipos de normas jurídicas: que regulan los medios de prueba, la
actividad probatoria o el resultado probatorio, En particular, éste último tipo
de reglas regulan el resultado, la conclusión, que el juez debe extraer a partir de
determinados elementos de juicio. Pueden distinguirse, a su vez, dos tipos de
reglas al respecto: algunas prescriben al juez lo que debe declarar probado cuando
disponga de un determinado elemento de juicio en el proceso. Son las denominadas
reglas de prueba tasada o legal. Se di"á que la decisión del juez está justificada
normativa mente si cumple con lo prescrito por esas reglas,

En la mayor parte de los casos, en cambio, la decisión del juez está
sometida únicamente al principio de la libre valoración de la prueba. Como he
dicho ya anteriormente, se ha recurrido con demasiada fi'ecuencia a este principio
para justificar la absoluta libertad del juez en la determinación de los hechos
probados, derivando así la libertad en arbitrariedad, En mi opinión, en cambio,
debe entenderse que la valoración de la prueba es libre únicamente en el sentido
de que no está sometida a reglas jurídicas que impongan un resultado probatorio
concreto (v. Taruffo, '992, pp. 369-37°). Ahora bien, la ausencia de reglas jurídicas
que regulan el resultado probatorio en estos casos no supone la ausencia total
de cualquier tipo de reglas. Así, sólo si se sostiene que la libertad del juez para
determinar los hechos probados del caso está delimitada por las reglas generales
de la racionalidad y la lógica", puede evitMse la deriva en la arbitrariedad. Por

18 Es más, put'de enlenJerM' que esa es SUllnic.1 limitdóón, tambii'n jurídica. De este modo, la dete.rmin.1l:iilll de,los
h~chos probados realiz,:¡d,:¡ contra la!'>rt."gl,:¡sde la lógica o, en general. de la racion.llldad supondrl.1 und lTlfraCClÓn
de ley: potra dio, bast,:¡ interpretar lds reKlas qUL' t.'st.,hlt'Cl'11 1" libre \'alor,ll'Íc'lll de la prueba de rOn.Ud que ~rdl,'m'n
1,1valordción mediante la utilización de 1,1,.1cinn.lIiddJ ~eneri\I, 'J:1rnhit'oll la iurispruden<,'id del Tnbunal Suprernn
espdñol parece <Kuger esta tesis. Vid., por t'i~mplo. 1" STS dt., 2ll de enero de 1990 (R. 460) en l~ qut' .1(hier~e ~ue
"(. .. ) la infr,u'l'ión de ley (..,) lil'm' lug.lf no sólo cuando M' suhsume jncorrl'('I.lmente un hedlO b.1JOuna presClpcrón
lt.'ga!' !'>ino tambicn cu.mdu o;e determina (.1 ht.'('ho prohddo infringil'n(lo lds l'ef,las de 1,1¡¡'¡git.'a, los principios de la
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ello, se dirá que la justificación de la decisión judicial es, en este tipo de supuestos,
epistémica o racional.

b) La segunda premisa fundamental para delimitar corrcctamente la noción
de justificación de las decisiones judiciales sobre los hechos es que esa justificación
es siempre relacional a un conjunto de elementos de juicio (Mendonca, 1997. pp.
77-78). En efecto, un enunciado del tipo 'Está probado que p' es, en realidad,
un enunciado incompleto, puesto que debe necesariamente relacionarse con
un conjunto de elementos de juicio perfectamente identificado. Este conjunto
de elementos de juicio estará conformado pOI' los medios de prueba admitidos
y practicados en el proceso judicial. Si se quiere dar cuenta de cómo funciona
el mecanismo de la prueba en el derecho (y quizás también en las ciencias), es
imprescindible comprender que la justificación de los enunciados declarativos
de hechos probados es relativa al conjunto de elementos de juicio (o medios de
prueba) aportados al proceso. Ello explica que dos decisiones incompatibles sobre
la ocurrencia de un mismo hecho puedan estar justificadas simultáneamente. Asi,
por ejemplo, la decisión adoptada por un juez o jurado en primera instancia puede
estar perfectamente justificada atendiendo a los elementos de juicio disponibles:
posteriormente, en segunda instancia se incorpora un elemento de juicio nuevo
que no estuvo disponible anteriormente y, sobre la base del nuevo conjunto de
elementos de juicio, el Tribunal de segunda instancia puede tomar una decisión
incompatible con la primera. No hay en esta situación nada extraño: las dos
decisiones pueden estar justificadas (y también injustificadas) dado que ambas se
justifican en relación con conjuntos de elementos de juicio distintos.

Ahora bien, esto último tiene importantes consecuencias. Son muchos los
autores que han sostenido que la verdad del enunciado que se declara probado es
condición necesaria para que pueda decirse que está justificado19• En otras palabras,
la verdad de un enunciado sería condición necesaria, aunque no suficiente, para
que esté justificado decir que está probado. Y esto parece estar en consonancia
con la intuición de la que partía este trabajo, esto es, que sólo podrá decirse que el
juez ha aplicado el derecho cuando la premisa fáctica de su razonamiento resulte
verdadera. Pues bien, se plantea aquí un importante problema, puesto que la
exigencia de la verdad resulta incompatible con la intuición de que la justificación
de las decisiones judiciales sobre los hechos es relacional al conjunto de elementos
de juicio disponibles en el proceso. La razón es muy simple: la verdad del enunciado
que se declara probado no depende de los elementos de juicio disponibles, sino de

T'

su correspondencia con el mundo.

Conviene pues intentar explicar la aparente contradicción de csas
intuiciones.

5. Justificación de normas y justificación de actos

Creo que un análisis adecuado de la noción de decisión judicial puede
aclarar la situación planteada. Ricardo Caracciolo (1988, p. 41) ha puesto de
manifiesto la ambigüedad de la expresión 'decisión judicial'. En un primer sentido,
hace referencia al acto de emisión de una resolución judicial, en particular, de una
norma individual. En un segundo sentido, hace referencia al resultado de ese acto,
es decir, a la norma individual enlitida (en palabras menos precisas, si se quicre,
al contenido de la decisión). Esta ambigüedad entre la decisión como acto y la
decisión como norma individual puede dar lugaraalgunos desacuerdos puramente
verbales y, en particular, quizás pueda explicar las intuiciones en conflicto acerca
de la justificación de las decisiones judiciales20

•

Cabe preguntarsc, entonces, por las condiciones necesarias y suficientes
para que la decisión judicial como norma esté justificada y para que lo esté la
decisión judicial como acto. Respecto de la decisión como norma, parece claro que
la conclusión a la que se llegue estará justificada sólo si se deriva de las premisas,
fácticas y normativas, adoptadas en el razonamiento21

• Pero, además, parece
también exigible que el razonamiento sea sólido, esto es, que las premisas utilizadas
sean verdaderas (Beccaria, 1764, p. 35 ss.; Ferrajoli, 1989, p. 43). En otras palabras,
justificar una norma individual consiste en mostrar que ésta es el resultado de
la aplicación de una norma general a un hecho (que puede ser subsumido en el
supuesto de hecho de esa norma general). Y sólo es posible aplicar una norma
general a un hecho si este ha ocurrido realmente y, por tanto, si la premisa fáctica
que lo describe es verdadera. En conclusión, una decisión judicial como norma
estará justificada si, y sólo si, se deriva de las premisas del razonamiento y las
premisas fácticas son verdaderas (Caracciolo. 1988, p. 43).

Por su parte, la decisión judicial como acto no admite una nOClOn de
justificación como la anterior por una razón muy simple: no hay relaciones lógicas
entre normas y actos o entre proposiciones y actos. Por ello, no puede decirse que
la decisión-acto está justificada si se deriva de las premisas fácticas y normativas.
Un sentido de la noción de justificación sí utilizable para este supuesto hace
referencia, en cambio, a la idea de cumplimiento o incumplimiento de las normas

20 También Fcrrua (1991.). p. 217ss.) distingue los Jos Sl;'ntiJlIsde justificación de 1.1S (lt'("isiont':-ijudiciales señalados
por C.uaecioln.
21Loque corresponde a la idea de justifi('.lción interna delineada por Wrúblt'wski \1971.p. 412).
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que regulan ese acto (Caracciolo, 1988, p. 44). Asi, la decisión judicial, en el sentido
del acto de adoptar una determinada resolución, estará justificada si su realización
está permitida o es obligatoria segun las normas que regulan esa actuación.

De este modo, puedesucederqueel acto de adopción de una decisión judicial
esté justificado y que, en cambio, no lo esté el contenido de esa decisión, esto es, la
norma individual. Esto permite dar cuenta de las dos intuiciones contradictorias
señaladas anteriormente, ya que explica que consideremos injustificada, por
ejemplo, la condena a alguien por un hecho que no realizó y, contemporilneamente,
que consideremos correcto o justificado el acto o decisión de condenarlo (a la luz
de los elementos de juicio disponibles)".

Pero si estamos ante dos sentidos distintos de 'justificación' y de 'decisión
judicial', puede suceder que el acto de decisión esté justificado y el contenido de
la decisión, la norma individual, no lo este; y entonces cabe preguntarse por los
efectos jurídicos que se producen a partir de esa divergencia. Obviamente, este
es un tema objeto de regulación particular por cada ordenamiento jurídico y no
puede ofrecerse una respuesta general al mismo, Además, en cada ordenamiento
jurídico puede no estar prevista una consecuencia jurídica unitaria para todos los
supuestos de injustificación de la decisión-acto o de la decisión-norma.

En el caso de la decisión acerca de los hechos probados cabe distinguir
también entre el acto de decisión y el contenido de la misma. Éste último consiste
en la premisa (o proposición) fáctica que se introduce en el razonamiento decisorio.
De acuerdo con el análisis que se ha desarrollado, la decisión-acto estará justificada
si la proposición fáctica está probada. A su vez, podrá decirse que una proposición
sobre los hechos está probada si ésta resulta aceptable racionalmente, esto es, si
existen en el expediente judicial elementos de juicio suficientes a su favorl1• Será

zz Además, una distinción como la tra"{.;ldapermite dar cu~nt,} de otro problem,l .• 1 saber, la relación entre Ia.s
Ilurmas sustantivas y l,ls normas procesales a 1,]hord de justificar una dt't:ísión (Nes50n, II)X", p, 1357).Si tomamos
en COllsidl'r.lCión la iUSlific.lción (I{, 1.1decisión como norma individual, Ids normas generales implicad,)s son,
fundamentalmelltt', las normas sustalllivils. Esto es, aquell,]s <¡Ut'establecen la cnnsl;'Cuencia jurídica para el
suput"stodc hecho que !'>t'Ir,U,]tIc juzgar y que entr.lIl a formar p.lrte dl:'Ir,]"{.onamientocomo premisas. En cambio. la
justificación dt"1,1decisión judicidl CUnJO.1ctodcpendt' del ulmplimiellto de las nllrmas que lo rcgul.ln, esto l:'S.de 1.1S
normas procesales, princip.llmente.
Permite esta reconstrucción d.H respuesta a una pregunta recurrente: t,d dt"rt'cho prescribe la cont!t"n.l de aquellos
que hayan cOlllelido un delito \) sólo dt".lquelloscuyo delito h.1~.•1sido probado? Creo que la respuesta seria doble: las
normas sustanlivas vinculan la consecuencia jllridica~sanción a 1.1comisión de un delilo y sólo en esos casos ("stará
justificad.1 la norma individual qut" la aplique. Las normas procesales sobre 1.1prueba indican qUl:'sólo l'n los casos
en que esté prnb.1d.l la comisi6n del delilo eslará justificada 1.1decisión-acto cuyo conlenido es la imposición de la
s,lIlción.
2.3Un an,\Iisis detallado de l.ls lioeiones de aceptación y dedccptabilidad aplicall.ls a la decisión sohrt"1mht"chos puede
verse en Ferrer. 2.002.cap. 111.Cabe adv~tir la diferencia t"lIIn' el hccho de que url.\ proposición sea It"cionalmente
,1(.l"ptablecomo descrip{'ilin de los hechos realmente ocurridos y qUt"est.l sea ,lccptada. l.a aceplabilidad es una noci6n
normativa (aqui. sujeta.l las rt"gl.lsde la racionalid.Jd), 1.1<Iccptaci6n sUlxme úniC,lmC1ltCel usodt" la proposición en
el razonarnil:'lllOdl'Cisorio (Cohen. 1989, p. 368: 1992.p. 41 ), In ql1ecs un da10ellll'irko contin~cnle. 1...1aceplabilidad
es d criterio para que puooa decirse que un,] proposición eSlá prnh.l(I.l. La aceptación tiene que ,"er,en cambio, con

necesaria, por supuesto, una teoría normativa acerca de las condiciones en que los
elementos de juicio podrán considerarse suficientes (acerca de la aceptabilidad
de las premisas fácticas del razonamiento). La continuación de esta investigación
abordará precisamente ese punto. Por el momento, no obstante, sí debe seilalal'se
que esas condiciones, cuando se está en el ámbito de la libre valoración de la
prueba, se remiten a la racionalidad y la epistemologia generales.

Desde el punto de vista del contenido, en cambio, la premisa sólo estará
justificada si es verdadera.

Los ordenamientos jurídicos modernos establecen normalmente límites
al replanteamiento del contenido de la decisión, en nuestro caso, a la discusión
acerca de la verdad de las premisas fácticas. Se prevé la existencia de recursos
en que ese contenido puede ponerse en cuestión, pero una vez la decisión ha
adquirido firmeza (ya sea por agotamiento de los recursos posibles o por no
haberse utilizado los recursos disponibles), el derecho hace prevalecer el interés de
que los procesos tengan un limite temporal más o menos definido y otorga efectos
jurídicos definitivos a la decisión adoptada. Quedan sólo algunos casos, en los que
se considera que la injustificación de la decisión-norma (por ser falsa una o varias
de las premisas fácticas) debe permitir un nuevo replanteamiento de la cuestión
(aun cuando la decisión-acto estuviera justificada) a pesar de que la sentencia haya
adquirido firmeza (Ferrua, 1999, p. 217-218). En esos supuestos se prevén recursos
extraordinarios, como el recurso de revisión en el derecho español.l.4•

Finalmente, para concluir, cabe preguntarse ahora de nuevo acerca de las
condiciones en que quedará satisfecho el derecho el la prueba en lo que se refiere
a la valoración de las pruebas aportadas. En mi opinión, el derecho a la prueba
estará satisfecho si, y solo si, i) touas las pruebas relevantes aportadas por las partes
han sido admitidas y practicadas y ii) si éstas han sido valoradas de acuerdo con
las reglas de la lógica y la racionalidad, de modo que la declaración de hechos
probados que se realice pueda ser considerada aceptable racionalmente a la luz de
esos elementos de juicio, La conclusión será aceptable si es la descripción de los
hechos que tiene un mayor apoyo en el conjunto de elementos de juicio aportados
al pl'Oceso y, por tanto, es la hipótesis que, racionalmente, podemos considerar
más próxima a la verdad.

Obsérvese bien, por último, que esto no supone necesariamente que el
derecho a la prueba otorgue un derecbo a un resultado probatorio determinado (a
una determinada declaración de hechos probados). Lo que sí confiere si se quiere

el ht"cho de que IM~'i1sido dl;"Cl.lradaprobada. Ambas pueden coincidir, por supu{'slo, PI'fO 110e!>conceptudlmeme
neces,uio que así sea.
24 Vid. los .1rls. 510ss. L('yde Enjuici'¡II1ielllllCivil p,lra el rl:'cursode revisi6n en el proceso civil y los arts. 95'1 ss. l.ey
dI;"Enjuiciamielllo CrimilJ.l1p,ua d mismo recurso en el proceso penal.
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que sea. algo más que una garantía "i1usori..l y ritualista" es un derecho el que las
pruebas aportadas sean valoradas de un determinado modo: de acuerdo con la
racionalidad. La valoración racional conjunta de todos los elementos de juicio
aportados al proceso puede dar como resultado una única conclusión posible. En
esos casos, el derecho a la prueba (y cabe recordar, el derecho a la defensa, del
que aquél se deriva) supone un derecho a que se declare ese resultado probatorio.
Pero ello no es necesariamente así: puede suceder que a partir de un determinado
conjunto de elementos de juicio resulten igualmente aceptables distintas hipótesis
o que la hipótesis con mayor apoyo disponga de un apoyo relativamente bajo. En
el primer caso, el derecho a la prueba no indica qué hipótesis dehe ser elegida.
Se respetará el derecho si la declaración de hechos probados se produce entre las
hipótesis racionalmente admisibles. En el segundo caso, puede ser que no deba
declararse probado ningún enunciado sobre los hechos2'j.
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